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61. Por tanto, el Estado no solo debe garantizar el derecho a recibir una educación de 
calidad, sino tiene la obligación de tutelar el acceso a las aulas de clase de forma 
oportuna, pues la asistencia a centros educativos, garantiza el óptimo desarrollo 
intelectual, social y psicológico, aspectos que eliminan las circunstancias 
discapacitantes de aquellos grupos vulnerables y, por consiguiente, permiten el 
desarrollo de su autonomía y la elección libre de la forma en que construirán su proyecto 
de vida'. 

62. En este orden de ideas, el no acceder oportunamente a la educación tiene efectos en el 
libre desarrollo de la personalidad de las personas, comparables con un acceso tardío a 
otros pilares de la construcción del proyecto de vida como la salud y la alimentación. Es 
decir, así como un retardo en la atención de un paciente o una alimentación deficiente 
pueden tener consecuencias negativas perdurables en el tiempo, un acceso tardío a la 
educación presenta consecuencias que pueden afectar las diferentes etapas de desarrollo 
intelectual y personal, así como las decisiones respecto de su futuro profesional u 
ocupacional. Esto, finalmente, influye negativamente en la posibilidad de las personas 
de construir autónoma y libremente los distintos proyectos de vida, al verse 
obstaculizados por aspectos ajenos a su capacidad". 

63. Así, respecto de la importancia del deber de tutelar efectivamente los derechos 
fundamentales de los niños, niñas y adolescentes —entre los que se encuentra 
evidentemente el derecho a la educación— con el fin de garantizar su desarrollo personal 
y una vida digna, la Corte Interamericana ha dicho lo siguiente: 

258. Esta Corte ha establecido que la educación y el cuidado de la salud de los niños 
suponen diversas medidas de protección y constituyen los pilares fundamentales para 
garantizar el disfrute de una vida digna por parte de los niños, que en virtud de su 
condición se hallan a menudo desprovistos de los medios adecuados para la defensa eficaz 
de sus derechos35. 

64. Es decir, en la medida que los niños forman parte de un grupo vulnerable y de atención 
prioritaria, el Estado no puede impedir su acceso a las prestaciones básicas pues, al estar 
en una etapa de desarrollo, la limitación en el disfrute pleno de dichos servicios puede 
tener efectos negativos en el resto de sus vidas al ser pilares de su desenvolvimiento. Al 
contrario, el Estado debe impedir que el entorno de los niños afecte su desarrollo y 
ejercicio pleno del derecho a la educación. 

65. En este orden de ideas, el acceso tardío de niñas, niños y adolescentes en situación de 
movilidad presenta una desventaja adicional a las expuestas en los párrafos anteriores, 

33  Constitución de la República del Ecuador, art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 2. El 
derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación y nutrición, agua potable. vivienda, 
saneamiento ambiental, educación, trabajo, empleo, descanso y ocio, cultura .fisica, vestido, seguridad 
social y otros servicios sociales necesarios. 
34  En este sentido, ver Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N." 1032-14-EP/I 9, de 18 de diciembre 
de 2019. 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay, 
Fondo, Reparaciones y Costas. 24 de agosto de 2010. 
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pues su inserción inoportuna impide su adaptación a las costumbres, tradiciones y 
cultura de un país desconocido para ellos y obstaculiza su inclusión en una nueva 
sociedad, lo que además agrava los efectos de actitudes discriminatorias y xenófobas. 

66. De esta forma, si bien la niña G.N.A.R. pudo acceder al sistema educativo, los seis 
meses que estuvo fuera de las aulas representan ya un impacto negativo en la posibilidad 
de asimilar los conocimientos al igual que sus compañeros o desarrollar capacidades 
sociales en un país que, además, le era extraño. 

67. En consecuencia, estas trabas innecesarias y arbitrarias impuestas a la niña G.N.A.R. 
ralentizaron su proceso normal de desarrollo social y cognitivo acorde a su edad, por lo 
que no solo fue vulnerado su derecho a la educación, sino que pudo afectar el libre 
desarrollo de su personalidad, así como su crecimiento como individuo autónomo, con 
miras a construir un proyecto de vida acorde a sus intereses y con base en las 
oportunidades que el Estado debe garantizar, de forma igualitaria, a todas las personas, 
independientemente de su condición migratoria. 

G. Segundo problema jurídico: una vez constatada la vulneración de derechos 
fundamentales, ¿cuáles son las medidas de reparación pertinentes para el caso 
concreto? 

68. De acuerdo con lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 86.3 de la Constitución, 
en concordancia con los artículos 6.1 y 18 de la LOGJCC, la declaración de la 
vulneración de derechos constitucionales genera la obligación de reparar integralmente 
el daño causado. A tal efecto, a la Corte le corresponde determinar las medidas que 
mejor propendan a dicha reparación. 

69. Conforme fue establecido en los párrafos 21 y 22 supra, los jueces emitieron una serie 
de medidas de reparación entre las que se encuentran la garantía de que la niña G.N.A.R 
podrá acceder al sistema educativo ecuatoriano mientras se encuentre en el país; 
capacitación sobre los criterios de razonabilidad y flexibilidad al momento de exigir 
requisitos a las personas en movilidad humana; y, nivelar a la niña G.N.A.R respecto de 
aquellos temas en los que presentó falencias. 

70. Esta Corte ha advertido que: 

Si bien no existe un catálogo taxativo de medidas de reparación, estas pueden incluir no 
solo medidas de restitución sino también medidas de otra índole. Entre ellas: (i) medidas 
de rehabilitación que se centran en afecciones físicas o psicológicas que se han causado a 
la víctima; (II) medidas de satisfacción que buscan medidas buscan [sic] reintegrar y 
conmemorar la dignidad o la memoria de las víctimas; (iii) medidas de no repetición que 
tienen el objetivo de evitar que la violación se vuelva a producir. De esta manera, se 
previene que hechos similares se repitan y estas medidas pueden traducirse en reformas 
legales, institucionales, administrativas, sociales, etc. para alcanzar cambios 
estructurales36. 

36  Corte Constitucional del Ecuador. Sentencia No. 1894-104P/20, de 4 de marzo de 2020. 
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71. Debido a que en el presente caso se han dispuesto ya medidas de rehabilitación y de 
satisfacción, este Organismo Constitucional considera pertinente establecer medidas de 
no repetición con el fin de que las trabas impuestas a la niña G.N.A.R. no vuelvan a ser 
planteadas. 

72. De forma posterior a la ocurrencia de los hechos del presente caso, fueron emitidos los 
acuerdos ministeriales MINEDUC-MINEDUC-2020-00025-A, referente a la 
Normativa para Regular y Garantizar el Acceso, Permanencia, Promoción y 
Culminación del Proceso Educativo en el Sistema Nacional de Educación a Población 
que se encuentra en situación de Vulnerabilidad; y, MINEDUC-MINEDUC-2021-
00026-A, en el que se reformaron ciertos artículos del Acuerdo 00025-A. En dichos 
acuerdos, se desarrollan figuras como el aprestamiento, atención a personas con rezago 
educativo y disposición de desarrollar los lineamientos para los exámenes de ubicación 
de las personas en situación de vulnerabilidad, cuyo fin es mejorar los procesos para el 
acceso a la educación de las personas en situación de vulnerabilidad. En este orden de 
ideas, la disposición transitoria primera del acuerdo reformatorio —00026-A— dispuso: 

"PRIMERA. - En el plazo de tres meses contados a partir de la expedición del presente 
Acuerdo Ministerial, la Subsecretaría para la Innovación Educativa y el Buen Vivir; la 
Subsecretaría de Fundamentos Educativos, la Subsecretaría de Educación Especializada 
e Inclusiva y la Subsecretaría de Apoyo, Seguimiento y Regulación de la Educación, en 
función de sus competencias, elaborarán y socializarán el instructivo para la aplicación 
del presente Acuerdo Ministerial que contendrá los lineamientos que deberán observar los 
actores a cargo del seguimiento de los casos de estudiantes en situación de 
vulnerabilidad37. 

73. Por tanto, se debe disponer que el Ministerio de Educación, dentro de los tres meses 
siguientes a la notificación de esta sentencia, adopte las medidas necesarias para que los 
lineamientos ordenados en el acuerdo ministerial citado en el párrafo precedente sean 
debidamente expedidos y divulgados entre los servidores a cargo de los procesos que 
involucran a las personas en situaciones de vulnerabilidad. De igual forma, el Ministerio 
de Educación debe incluir en sus lineamientos los criterios desarrollados en esta 
sentencia, es decir: 

73.1Flexibilidad en la evaluación de cumplimiento de requisitos para que las personas 
en situación de movilidad humana accedan a las instituciones educativas. 

73.2Razonabilidad en los criterios de evaluación a las personas en movilidad humana, 
sobre todo, al momento de evaluar conocimientos, pues los exámenes no podrán 
incluir aspectos de realidad nacional del país de destino. 

74. Se debe disponer, también, que el Ministerio de Educación elabore pruebas de 
ubicación, cuyos criterios para medir la aptitud del estudiante no incluyan una 
evaluación de aquellos criterios que dependen de la realidad local y que pertenecen 

37  Acuerdo ministerial MINEDUC-MINEDUC-2021-0026-A, disposición transitoria primera. 
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únicamente al conocimiento de estudiantes ecuatorianos. Las evaluaciones sobre 
realidad nacional, así como lengua —esta última en aquellos casos en que el idioma 
primario del estudiante no sea el español— y otras materias que dependan del lugar de 
residencia del estudiante, deberán ser efectuadas con el fin de realizar planes de 
nivelación para el estudiante, en función de la calificación obtenida. El Ministerio de 
Educación, dentro de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia, deberá 
informar sobre el diseño de las pruebas que serán utilizadas para la evaluación de las 
niñas, niños y adolescentes en situación de movilidad humana. 

75. Se debe disponer, además, que el Ministerio de Educación, dentro del mes siguiente a 
su notificación publique esta sentencia en su página web y que se divulgue a través de 
sus dependencias. 

76. Las medidas señaladas tienen el fin de garantizar que los estudiantes, en general, y 
aquellos en situaciones de vulnerabilidad, en particular, puedan acceder de forma 
oportuna al nivel de estudios correspondiente, sin que las circunstancias propias de sus 
circunstancias impidan el goce pleno de su derecho a la educación. 

VII. Decisión 

La Corte Constitucional, conforme lo dispuesto en el artículo 436 numeral 6 de la 
Constitución y el artículo 25 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, resuelve: 

1. Ratificar la sentencia de primera y segunda instancia emitidas en el marco de 
esta acción de protección, que declararon la vulneración de derechos y 
establecieron como medidas de reparación concreta, la garantía de acceso a la 
educación de la niña G.N.A.R. su nivelación y la capacitación de los 
funcionarios públicos respecto de la evaluación de requisitos de admisión al 
sistema educativo. 

2. Disponer que el Ministerio de Educación, dentro de los tres meses siguientes a 
la notificación de esta sentencia, adecúe los lineamientos de los acuerdos No. 
MINEDUC-MINEDUC-2020-00025-A y No. MINEDUC-MINEDUC-2021-
00026-A en conformidad con lo desarrollado en esta sentencia. 

3. Ordenar que dentro del mes siguiente a la notificación de esta sentencia, el 
Ministerio de Educación difunda esta sentencia en la página web del Ministerio 
de Educación, así como en sus dependencias con el fin de que se impida la 
justificación de no admisión bajo criterios irracionales, sobre todo, respecto de 
niños, niñas y adolescentes en situaciones de vulnerabilidad. 

4. Disponer que, dentro de los 6 meses siguientes a la notificación de esta sentencia, 
el Ministerio de Educación informe sobre el diseño de las pruebas que serán 
utilizadas para la evaluación de las niñas, niños y adolescentes en situación de 
movilidad humana. 
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5. Disponer que, dentro de los tres meses siguientes a la notificación de esta 
sentencia, el Ministerio de Educación informe a esta Corte los avances respecto 
de las medidas ordenadas en esta sentencia. 

6. Disponer que las instituciones involucradas cumplan con las medidas aquí 
señaladas en observancia de los objetivos que cada medida persigue. 

7. Disponer la devolución de los expedientes a los jueces de origen. 
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SENTENCIA No. 1497-20-JP/21 

VOTO CONCURRENTE 

Juez Constitucional Agustín Grijalva Jiménez 

I. Antecedentes 

1. La Corte Constitucional aprobó con ocho votos a favor, siendo uno de ellos mi voto 
concurrente, la sentencia correspondiente a la causa de revisión No. 1497-20-JP/21, 
en la que se determinó la vulneración del derecho a la educación de una niña en 
situación de movilidad humana como consecuencia de actuaciones discriminatorias. 
En esa sentencia, la Corte dispuso medidas de reparación tendientes a eliminar 
prácticas discriminatorias en el acceso a la educación de niños, niñas y adolescentes 
en situación de movilidad humana. 

2. Estoy de acuerdo con la decisión adoptada por este Organismo y considero que esta 
sentencia configura un precedente jurisprudencia) importante en cuanto al ejercicio del 
derecho a la educación de las niñas, niños y adolescentes en situación de movilidad 
humana, sobre todo porque analiza las limitaciones que dicha población enfrenta al 
ejercer este derecho y tutela los derechos en el caso concreto; sin embargo, con 
fundamento en el artículo 92 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, respetuosamente presento el razonamiento de mi voto 
concurrente, en los siguientes términos: 

II. Análisis 

3. En la sentencia de revisión de la cual se formula este voto concurrente, la Corte 
Constitucional tuteló los derechos de la niña G. N. A. R de nacionalidad venezolana, 
quien fue impedida por el Distrito de Educación 04D01 San Pedro de Huaca en Tulcán 
(en adelante, "el Distrito") de ingresar al octavo año de educación básica por no 
presentar la documentación correspondiente a su primero y segundo año. 

4. Considero que si bien el razonamiento en relación al caso concreto es adecuado, la 
sentencia omitió profundizar en la situación de movilidad humana como una condición 
que tiene características específicas, las cuales deben ser observadas al momento de 
garantizar derechos, como es el caso del derecho a la educación. Así, se debió 
considerar los estándares internacionales sobre esta materia, sobre los cuales, la Corte 
debió desarrollar parámetros constitucionales destinados a garantizar el acceso al 
sistema educativo de niños, niñas y adolescentes en situación de movilidad humana. 

i) La condición de niños, niñas y adolescentes en movilidad humana 

5. Esta Corte en fallos anteriores ha desarrollado el contenido del derecho constitucional 
a migrar y ha sostenido que este derecho "implica el respeto a la facultad de 
trasladarse que tienen las personas y la garantía de que dicho traslado ocurra en 
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condiciones dignas, tanto en el lugar de origen, tránsito, destino y retorno. "1  De tal 
manera, que esta Corte comprende a la movilidad humana como el ejercicio de un 
derecho que debe garantizarse con condiciones dignas. 

6. En este sentido, la Corte ha reconocido las diversas dinámicas que conlleva la situación 
de movilidad humana. Ha visibilizado que la movilidad humana no es un hecho social 
homogéneo, sino que comporta diversidad de situaciones y factores, los cuales deben 
ser considerados al momento de adoptar decisiones respecto de las personas que se 
encuentran en esta condición. 

7. Al respecto, esta Corte ha sostenido que fija comprensión integral de la movilidad 
humana obliga a considerar que los flujos migratorios son heterogéneos, 
multidireccionales y se conforman por grupos poblacionales diversos, que se 
trasladan en condiciones diferentes y como consecuencia de múltiples motivos 
voluntarios o forzados. Tener en cuenta estos aspectos permite garantizar de manera 
efectiva el derecho a migrar en el origen, tránsito, permanencia, destino y retorno, 
como ha señalado esta Corte.2  

8. Por ello, este Organismo ha insistido en que toda decisión que involucre a una persona 
en movilidad humana debe realizarse analizando su situación particular y el contexto 
que configura su realidad. De manera particular, ha sostenido que "los niños, niñas y 
adolescentes, en tanto sujetos de derechos, también son titulares del derecho a migrar. 
No obstante, se requiere una especial protección a fin de precautelar su dignidad, 
integridad y vida, en el ejercicio de este derecho." 

9. De esta manera, el migrar de forma digna no solamente está vinculado a requisitos 
para el ingreso, salida o permanencia en el territorio nacional o a las formas en que un 
Estado realiza el control migratorio. Sino que, como se observa en este caso, las 
condiciones dignas para el ejercicio del derecho a migrar, están estrechamente 
relacionadas con las posibilidades del ejercicio de derechos en el país de acogida. Las 
posibilidades de integración de las personas inmigrantes y refugiadas en el Ecuador 
están condicionadas al ejercicio de derechos como la educación, el trabajo, la 
seguridad social, la vivienda o la salud. No hay movilidad en condiciones dignas si 
existen restricciones o limitaciones innecesarias a estos derechos. 

10. En este sentido, la condición de movilidad humana de niños, niñas y adolescentes no 
puede subsumirse bajo la categoría general de "grupos en situación de vulnerabilidad", 
pues obliga a identificar la dinámica de movilidad, es decir, si son personas 
inmigrantes, emigrantes, refugiadas u otras condiciones; la condición migratoria, si 
han accedido a regularidad migratoria, si se encuentran con progenitores, solos o 
acompañados por otros adultos,3  o si requieren de otras formas de protección, como 
en el caso de apatridia o ser víctimas de delitos en contextos de movilidad, como el 
tráfico de migrantes o la trata de personas. 

Corte Constitucional, Sentencia 159-11-JH/19, párr. 108. 
2  Corte Constitucional, Sentencia 2120-19-JP/21, párr. 39. 
3  Corte Constitucional Sentencia 2120-19-JP/21, párr. 42. 
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11. Así, el Comité de los Derechos del Niño y el Comité de Trabajadores Migratorios y 
sus Familiares en su observación conjunta determinaron que " 1 os Estados también 
deben considerar las circunstancias concretas de vulnerabilidad a que pueden 
enfrentarse los niños migrantes en razón de su género y otros factores, como la 
pobreza, el origen étnico, la discapacidad, la religión, la orientación sexual, la 
identidad de género u otros, que pueden agravar la vulnerabilidad del niño a los 
abusos sexuales, la explotación, la violencia, entre otras violaciones de los derechos 
humanos, durante todo el proceso migratorio ".4  

12. Todas estas variables que devienen de la situación de movilidad humana deben ser 
consideradas de manera interseccional con los principios de protección de derechos de 
niños, niñas y adolescentes como el interés superior del niño y el derecho a ser 
escuchados, los cuales son contemplados en la Constitución e instrumentos 
internacionales de derechos humanos. 

13. Estos parámetros, entonces, se deben considerar al momento de garantizar no solo el 
derecho a migrar de niños, niños y adolescentes, sino que la protección especial se 
extiende al ejercicio de otros derechos indispensables para asegurar condiciones 
dignas de vida, como es el caso de la educación. 

ii) El acceso a la educación de los niños, niñas y adolescentes en movilidad 
humana 

14. El caso bajo análisis demuestra que para ejercer el derecho a la educación, los niños, 
niñas y adolescentes en situación de movilidad humana deben enfrentar todavía 
limitaciones debido a la falta de comprensión de tal situación y de la inobservancia de 
los derechos y principios constitucionales sobre esta materia. Este caso permite 
determinar algunos parámetros específicos para asegurar el ejercicio de este derecho a 
los niños, niñas y adolescentes en movilidad con base en la Constitución y los 
instrumentos internacionales de derechos humanos. 

15. Así, el Comité de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño y el Comité de 

Trabajadores Migratorios y sus Familiares sostienen que 

Todos los niños en el contexto de la migración internacional, independientemente de su 
situación, tendrán pleno acceso a todos los niveles y todos los aspectos de la educación, 
incluida la educación para la primera infancia y la formación profesional, en condiciones 
de igualdad con los nacionales del país en el que vivan. Esta obligación implica que los 
Estados deben garantizar la igualdad de acceso a una educación inclusiva y de calidad 
para todos los niños migrantes, cualquiera que sea su situación migratoria. Los niños 
migrantes deben disponer de programas de aprendizaje alternativos cuando sea necesario, 

Observación General conjunta núm. 3 (2017) del Comité de Protección de los Derechos de Todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares y núm. 22 (2017) del Comité de los Derechos del Niño sobre 
los principios generales relativos a los derechos humanos de los niños en el contexto de la migración 
internacional, párr. 42. 
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